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Post-con�ict and 
challenges of social 
protest in Colombia

O pós-con�ito e os 
desa�os do protesto social 
na Colômbia

Resumen

Este artículo analiza los desafíos de la protesta 

social en un eventual post-con�icto en Colombia. 

En un escenario de post-con�icto, que propenda 

por la consolidación de la democracia y la 

exclusión de la violencia como vía legítima para 

hacer política, es necesario acabar con el legado 

contrainsurgente de la Guerra Fría, promover 

una cultura política que asuma la protesta como 

el ejercicio legítimo de un derecho y no como 

una amenaza interna, desprivatizar la función 

policial y acabar con el paramilitarismo en todas 

sus formas, desmilitarizar la policía y acoplar los 

marcos jurídicos a las necesidades razonables 

del derecho a la protesta. 

Palabras clave: post-con�icto, protesta social, 

contrainsurgencia, Colombia, democracia.
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Abstract

This paper discusses the challenges of social 

protest in case of a possible post-con�ict in 

Colombia. In a post-con�ict scenario, which 

aims for the consolidation of democracy and 

the exclusion of violence as a legitimate way to 

make politics, it is necessary to put an end to 

the counterinsurgency legacy of the Cold War, 

promote a political culture that assumes the 

protest as a legitimate exercise of a right and not 

as an internal threat, de-privatize policing and 

end paramilitarism in all its forms, demilitarize the 

police and connect the legal framework to the 

reasonable needs of the right to protest.

Key words: post-con�ict, social protest, 

counterinsurgency, Colombia, democracy.

Resumo

Este artigo analisa os desa!os do protesto 

social num eventual pós-con�ito na Colômbia. 

Em um cenário de pós-con�ito, que procure a 

consolidação da democracia e da exclusão da 

violência, como forma legítima de fazer política, 

é necessário acabar o legado contra-insurgente 

da Guerra Fria, promover uma cultura política 

que assuma o protesto como o exercício legítimo 

dum direito e não como uma ameaça interna, 

desprivatizar a função policial e acabar com o 

paramilitarismo, desmilitarizar a polícia e adaptar 

os marcos jurídicos às necessidades razoáveis   do 

direito ao protesto. 

Palavras-chave: pós-con�ito, protesto social, 

contra-insurgência, Colômbia, democracia.

del Centro de Investigación y Educación Po-

pular (CINEP), entidad que ha desarrollado 

una base de datos de luchas sociales cuyos 

registros se remontan hasta 1975, 2013 fue 

el año de mayor protesta en las últimas tres 

décadas con 2027 episodios. El aumento de 

la protesta y la recomposición de los movi-

mientos sociales se hacen palpables además 

al observar movilizaciones de gran magnitud, 

como la del movimiento estudiantil en 2011, 

el paro cafetero a principios de 2013 y los 

paros nacionales agrarios de 2013 y 2014 

(Cruz, 2012a, 2013, 2014). 

Introducción

E
n los últimos años, la agenda pública 

en Colombia experimentó una signi-

!cativa transformación. En efecto, 

desde el primer gobierno de Juan Manuel 

Santos (2010-2014), el predominio de la “se-

guridad democrática” y la “amenaza terroris-

ta” (López de la Roche, 2014) cedió terreno, 

entre otros, a dos asuntos que han acapa-

rado la atención: las negociaciones de paz 

con las Fuerzas Armadas Revolucionarias 

de Colombia (FARC), que se iniciaron a !na-

les de 2012 en La Habana, Cuba, y el auge 

de la protesta social. De acuerdo con cifras 
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Ambos procesos, las negociaciones de paz 

y el apogeo de la protesta, no pueden com-

prenderse de manera aislada, puesto que el 

primero ha impreso una dinámica particular al 

sistema político colombiano que ha transfor-

mado las condiciones en que se desarrolla la 

protesta y abierto oportunidades para la ac-

ción colectiva. Así por ejemplo, el cambio de 

estilo en el gobierno Santos, la retórica refor-

mista y las políticas de diálogo, que contras-

tan con la intransigencia del período de Uribe 

(2002-2010) frente a ciertos temas, no sólo 

fomentan una ampliación de expectativas 

que puede cristalizar en acción colectiva, sino 

también alteran las correlaciones de fuerza, 

las coaliciones entre distintos actores y sus 

repertorios de acción (Wills & Benito, 2012).

Todo esto plantea grandes interrogantes 

de cara a un hipotético acuerdo de paz. En 

teoría, un eventual escenario de post-con�ic-

to ampliaría las oportunidades políticas para 

la protesta y otros repertorios de acción co-

lectiva. No obstante, no es posible prever si 

en tal situación se mantendrían los ritmos y 

niveles de protesta de los últimos años, en-

tre otras cosas porque, como ha demostra-

do Archila (2003), ésta no ha obedecido a 

ciclos. Además, los actores sociales pueden 

optar por distintos repertorios en función del 

alcance de los posibles acuerdos; por ejem-

plo, si se amplía la participación electoral es 

probable que muchos de los actores que han 

apostado por la protesta pasen a participar 

en la política institucional, tal como sucedió 

a principios de los noventa cuando se apro-

bó la actual Constitución Política (Novoa, 

2009). En el peor escenario, podría retornar 

la “guerra sucia”, como sucedió en los años 

ochenta (Uprimny & Vargas, 1990), limitando 

las posibilidades de la protesta.

En cualquier caso, el objetivo de un acuer-

do de paz es terminar con la supresión de la 

política por la violencia que ha caracterizado la 

historia del país (Sánchez, 1991), lo que debe 

traducirse en una ampliación del escenario 

público político hacia la diversidad de proyec-

tos, actores y repertorios de acción que coe-

xisten en la sociedad colombiana. Por tanto, 

el contexto en que se desarrolla la protesta, 

la cultura política y los arreglos institucionales 

que tienen como �n regularla, deben ser re-

pensados en tal escenario. 

Este artículo realiza un análisis de los de-

safíos que enfrentaría la protesta en un even-

tual post-con�icto. El planteamiento central 

se resume en que si bien el con�icto armado 

afecta de distintas formas la protesta, es claro 

que ha limitado las posibilidades de su desa-

rrollo, principalmente por efecto del legado de 

la Guerra Fría y la orientación contrainsurgen-

te que asume la protesta como una amenaza 

articulada a la insurgencia armada y responde 

con criminalización y represión, tanto o�cial 

como para-o�cial. Por consiguiente, en un 

escenario de post-con�icto, que propenda 

por la consolidación de la democracia y la ex-

clusión de la violencia como vía legítima para 

hacer política, es necesario acabar con dicho 

legado, lo que se traduce en promover una 

cultura política alejada de la mentalidad con-

trainsurgente que asuma la protesta como el 

ejercicio legítimo de un derecho y no como 

una amenaza, desprivatizar la función policial 

y acabar con el paramilitarismo en todas sus 

formas, desmilitarizar la policía y acoplar los 

marcos jurídicos a las necesidades razona-

bles del derecho a la protesta. 

Para desarrollar este argumento, en pri-

mer lugar, se examinan las consecuencias del 

con�icto armado sobre la protesta. Seguida-

mente, se analiza el legado de las doctrinas 

contrainsurgentes sobre la sociedad colom-

biana. En tercer lugar, se estudian las formas 

de represión o�cial y para-o�cial que han pre-
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dominado. Finalmente, se analizan los meca-

nismos institucionales para el manejo de la 

protesta, la policía y el marco legal.

La violencia y la acción colectiva

El con�icto armado no implica la desaparición 

de la protesta social, pues en muchos casos 

las consecuencias que la violencia produce 

sobre las comunidades funcionan como des-

encadenantes de la misma. No obstante, la 

guerra restringe las posibilidades de articula-

ción de los actores sociales, condición nece-

saria para generar protestas de amplio alcan-

ce como las que en períodos recientes se han 

producido en otros países de América Latina. 

Así, en una perspectiva comparativa la guerra 

ha debilitado tanto los movimientos sociales 

como la protesta en el país. 

¿Cómo afecta el con�icto armado a la 

protesta social? La protesta social es un 

repertorio particular de acción colectiva. Se 

trata de esfuerzos públicos y sostenidos 

para trasladar a las autoridades las 

reivindicaciones colectivas (Tilly & Wood, 

2010). Aunque frecuentemente está vincu-

lada con movimientos sociales, se trata de 

fenómenos distintos. Mientras las protestas 

pueden revestir un carácter coyuntural con 

cierto grado de espontaneidad, los movi-

mientos tienen un mayor nivel de organi-

zación y permanencia, y pueden optar por 

otros repertorios de acción (Godás, 2007). 

No obstante, en la práctica es difícil distinguir 

con claridad ambos fenómenos y su relación 

con las dinámicas del con�icto armado. 

Tanto la protesta como los movimientos 

requieren redes de relaciones sociales y or-

ganizaciones que les sirvan de base (Melucci, 

1999). Por consiguiente, cuando el con�icto 

armado fractura el tejido social afecta la posi-

bilidad de que surjan protestas y movimientos 

sociales. La acción colectiva también deman-

da el desarrollo de organizaciones especiali-

zadas, identidades y esquemas compartidos 

de interpretación del mundo o marcos de 

acción colectiva (Ruch, 1999; Rivas, 1998), 

difíciles de desarrollar en condiciones de po-

larización extrema, restricciones a los dere-

chos de asociación, libertad de expresión y 

de movimiento que implica la guerra. En %n, 

el con�icto armado restringe sobremanera las 

oportunidades políticas para la acción colecti-

va contestataria al reducir las posibilidades de 

coalición (Tarrow, 1997).

Todo eso no signi%ca que en medio de la 

guerra desaparezca por completo la protesta; 

pero sí complejiza el grado en que las dinámi-

cas de la guerra afectan las variables que la 

hacen posible. En el caso colombiano existen 

evidencias de distintos tipos de acción colec-

tiva en medio del con�icto. Por una parte, se 

desarrolló un vigoroso movimiento por la paz y 

distintas expresiones organizadas de víctimas 

(García, 2006). Por otra, sabemos que en los 

distintos contextos de alto riesgo por la vio-

lencia, las poblaciones han ideado formas de 

actuar colectivamente, aunque no siempre re-

curran al repertorio de acción arquetípico de la 

protesta (Peñaranda et. al., 2011). Sin embar-

go, existe una gran di%cultad para la compren-

sión de las relaciones entre las dinámicas del 

con�icto armado y las de la movilización social.

En primer lugar, resulta complicado ge-

nerar baremos agregados para el con�icto 

armado que permitan realizar explicaciones 

estadísticas o correlaciones sobre la forma 

como éste afecta la protesta. Los indicadores 

convencionales, como la tasa de homicidios, 

los enfrentamientos, o incluso el dominio so-

bre territorios de determinados actores arma-

dos no dan cuenta del con�icto y de las varia-

bles que involucra en toda su complejidad y, 

aún si así fuera, pueden tener repercusiones 
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distintas sobre la protesta, facilitarla, provo-

carla o inhibirla. Además, la cuanti�cación de 

las protestas no es su�ciente para compren-

der su relación con las lógicas del con�icto, 

puesto que las protestas y otras formas de 

acción colectiva pueden tener distintos sen-

tidos, diversas demandas y múltiples blancos 

u adversarios. 

A este respecto, Peñaranda et. al. (2011) 

presentan una rica aproximación cualitativa y 

cuantitativa que además se destaca por la va-

riedad de casos regionales que estudian. De 

esta investigación se puede colegir que la pro-

testa social se presenta tanto en las regiones 

en las que existe un dominio consolidado por 

parte de un actor armado, como en aquellas 

en las que su dominación se ve amenazada 

y en las que existe una confrontación sin una 

dominación territorial y poblacional clara. En 

otras palabras, no existe una correlación entre 

el comportamiento de las principales variables 

del con�icto armado y el de la protesta. Los 

actores sociales establecen diversos tipos de 

relación con los actores armados, de tal mane-

ra que en los territorios donde existe un claro 

dominio y un bajo nivel de violencia, aún pue-

den presentarse protestas en contra de políti-

cas determinadas del actor dominante. En el 

mismo sentido, un mayor nivel de riesgo para 

la protesta no anula la posibilidad de que esta 

se produzca, pues de hecho en ocasiones el 

recrudecimiento de la violencia desencadena 

la resistencia colectiva de las poblaciones.

Existen estudios de caso que informan so-

bre el comportamiento diverso de los actores 

sociales en contextos de alto riesgo. Salazar y 

Castillo (2001) se esforzaron por aplicar la teo-

ría de juegos para develar los cursos de ac-

ción que los actores armados y civiles podrían 

adoptar en distintas situaciones del con�icto. 

Un hallazgo de interés en este sentido es que 

no siempre las poblaciones optan por algún 

tipo de acción colectiva; por el contrario, los 

designios estratégicos empiezan por respon-

der cuándo es posible y deseable actuar co-

lectivamente. Así mismo, no siempre se opta 

por repertorios contestatarios; en muchos ca-

sos la acción colectiva toma la forma de des-

plazamientos masivos o evasión, por ejemplo. 

En todo caso, la acción colectiva y su reperto-

rio dependerán de los lazos comunitarios, las 

redes sociales o el capital social y cultural con 

que cuenten las poblaciones; incluso, donde 

se presentan mayores niveles de organización 

social los actores armados encuentran más 

di�cultades para establecerse (Pécaut, 2001). 

De ahí que, por ejemplo, las comunidades in-

dígenas del Cauca presenten un nivel impor-

tante de resistencia frente a todos los actores 

de la guerra (Peñaranda, 2006). 

No obstante, como antes se a�rmaba, la 

protesta puede tener diversos sentidos en 

medio del con�icto. Así por ejemplo, existen 

poblaciones que han desarrollado formas 

organizativas y acciones colectivas reivindi-

cando la paz o sustrayéndose a las dinámi-

cas del con�icto armado, como ocurre en la 

región del Magdalena Medio o en Urabá con 

la Comunidad de Paz de San José de Apar-

tadó (Silva, 2011; Uribe De Hincapié, 2004). 

De la misma manera, las poblaciones pueden 

ser obligadas a participar en movilizaciones, 

como ocurrió en 2000 y 2001, cuando los 

grupos paramilitares obligaron a los poblado-

res de municipios vecinos de Antioquia y Bo-

lívar a rechazar una zona de encuentro para 

llevar a cabo la “Convención Nacional”, pro-

puesta en ese entonces en el marco de los 

diálogos de paz con el ELN (Gutiérrez, 2004). 

Más aún, muchas veces los actores sociales 

han quedado en medio del fuego cruzado de 

actores ilegales cuyo enfrentamiento es in-

esperado, como ocurrió con los sindicalistas 

bananeros y las disputas entre las FARC y los 
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desmovilizados del Ejército Popular de Libe-

ración en la región de Urabá (Romero, 2003). 

Finalmente, las formas en que la gue-

rra afecta la protesta social no solamente se 

complejizan por la diversidad de situaciones 

regionales, sino también en función del poder 

de los actores sociales organizados. Así per-

miten inferirlo las recientes investigaciones so-

bre la victimización en el caso del sindicalismo, 

puesto que han sido los sindicatos con más 

arraigo, como los de la educación o del petró-

leo, y aquellos con un claro ideario de izquier-

da como la Central Unitaria de Trabajadores 

(CUT), los que han resultado invariablemente 

atacados, en particular por el paramilitarismo 

(Valencia & Celis, 2012; Archila et. al., 2012).

Así pues, la relación entre con�icto armado 

y protesta no puede reducirse a una relación 

lineal entre variables. Dicha relación varía de 

una región a otra, en función del nivel de or-

ganización de las comunidades, la cultura po-

lítica y el desarrollo de identidades colectivas, 

los intereses económicos que convergen so-

bre los territorios, las tradiciones de lucha y las 

relaciones que los actores sociales establecen 

con los armados, entre otros. Sin embargo, 

la guerra limita las posibilidades de desarro-

llar movilizaciones de largo aliento y amplio 

alcance territorial. Como antes se mencionó, 

la protesta requiere la construcción de redes 

de relaciones sociales, procesos organizati-

vos, marcos de acción colectiva o platafor-

mas discursivas, muy difíciles de desarrollar 

en un contexto de guerra. Por esa razón, la 

protesta muchas veces queda con$nada a la 

resistencia y a la violencia, sin posibilidades 

de trascender hacia proyectos de mediano y 

largo plazo. A la espera de estudios que per-

mitan corroborar esta hipótesis, por ahora es 

posible una aproximación comparativa.

La historia contemporánea de Colombia 

contrasta con la tendencia latinoamericana 

© IPAZUD
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por la ausencia de grandes movilizaciones so-

ciales. La crisis argentina en 2001 simboliza la 

apertura de un inédito ciclo de movilizaciones 

en la región. En enero de 2000, el movimien-

to indígena ecuatoriano había encabezado, 

junto con sectores del ejército, una insurrec-

ción (Ramírez, 2000); en abril del mismo año, 

tuvo lugar la “guerra del agua” –las protestas 

en contra de la privatización del servicio del 

agua- en Cochabamba Bolivia (Kruse, 2005); 

bajo la consigna de “nada solo para los in-

dios”, en febrero de 2001 tuvo lugar otro “le-

vantamiento indígena” en Ecuador, esta vez 

en protesta por el incremento en el precio de 

los combustibles y bienes de primera nece-

sidad (Lucas & Cucurella, 2001); también en 

junio y julio de 2001 ocurrió un “cerco” de la 

ciudad de La Paz, propiciado por el incum-

plimiento de los acuerdos entre el gobierno y 

los movimientos sociales, y en la vecina ciu-

dad de El Alto, incluso se llegó a proclamar la 

autodeterminación de las naciones originarias 

aymara-quechua y a expulsar las autoridades 

del Estado boliviano. En los años siguientes 

las protestas ascendieron de tal forma que 

en septiembre de 2003, la movilización en 

contra de la exportación del gas boliviano por 

un puerto Chileno, conocida como “guerra 

del gas”, terminó con la caída del gobierno 

de Gonzalo Sánchez de Lozada (Cabezas, 

2007). De forma similar, en abril de 2005 la 

“rebelión de los forajidos” daba al traste con 

el gobierno de Lucio Gutiérrez en Ecuador 

(Acosta, 2005).

La particularidad colombiana no sólo es 

contemporánea, sino una característica pro-

pia de su historia política. Así por ejemplo, 

aquí los partidos tradicionales (Liberal y Con-

servador) subsistieron desde el siglo XIX y, a 

diferencia de casos como México, Argentina 

o Brasil, no fueron reemplazados por parti-

dos populistas (Pécaut, 2001). Así mismo, 

el régimen democrático se ha caracterizado 

por su estabilidad y persistencia pese a los 

altos niveles de violencia, que contrasta con 

el auge de los regímenes autoritarios en la 

segunda mitad del siglo XX, muchos de los 

cuales registraron niveles de represión más 

bajos (Gutiérrez, 2014). Sin embargo, el país 

comparte con la región variables que están 

en la raíz del mencionado ciclo de protes-

ta, como el descontento frente a los progra-

mas de ajuste estructural y al extractivismo, 

la emergencia de expresiones organizativas 

alternativas a la clase obrera como los mo-

vimientos étnicos, etarios y de mujeres, el 

repunte de la izquierda en el campo electo-

ral (Rodríguez et. al., 2005) –particularmen-

te en el control de la capital- e, incluso, el 

declive de los partidos tradicionales (Gutié-

rrez, 2007). Todo esto permite inferir que una 

perspectiva comparativa tendría por fuerza 

que resaltar lo que constituye tal vez la única 

variable excepcional del caso colombiano: 

la existencia del con�icto armado, a la hora 

de explicar la “debilidad” de la protesta y los 

movimientos sociales (Archila, 2002). 

En suma, las dinámicas del con�icto no 

inhiben la protesta social y, aunque las for-

mas en que la afectan varían de acuerdo a 

diversos factores, sí terminan por limitar sus 

alcances. Esto puede apreciarse al constatar 

la ausencia de grandes movilizaciones y fuer-

tes movimientos sociales en el país, pese a 

compartir varias de las características que en 

otros países han coadyuvado a producirlos. 

Pero no sólo las dinámicas concretas de la 

violencia restringen las posibilidades de la ac-

ción colectiva, puesto que la guerra hace que 

las doctrinas y políticas de contrainsurgencia 

permeen otras dimensiones de la vida social 

y generen un contexto de criminalización y 

represión de la protesta, como se muestra a 

continuación.
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De la sociedad contrainsurgente  

a la gobernabilidad democrática

Si bien tiene profundas raíces en la historia, 

el con�icto armado colombiano es una pro-

longación local de la Guerra Fría. Tanto la 

Doctrina de Seguridad Nacional (DSN) como 

las políticas contrainsurgentes desbordaron 

los marcos de la seguridad y la fuerza públi-

ca y se enraizaron en diversos contextos y 

prácticas sociales, dando lugar a una suerte 

de “sociedad contrainsurgente” orientada a 

la eliminación de la amenaza interna. Como 

consecuencia, la protesta ha sido sistemáti-

camente criminalizada y reprimida al conce-

birse como parte de un proyecto insurgente.

En efecto, debido inicialmente al encuadre 

del con�icto armado en el marco de la Guerra 

Fría y a su intensi$cación en los primeros lus-

tros del siglo XXI de la mano de la lucha con-

tra el terrorismo, en Colombia aún predomina 

lo que Franco (2002) denominó la “sociedad 

contrainsurgente”. Sus orígenes se remontan 

a la in�uencia que en la política militar y en la 

política de seguridad tuvo la DSN que, como 

es bien sabido, tuvo distintos desarrollos en 

América Latina luego de la Revolución Cuba-

na, aunque en Colombia in�uyó con mayor 

ahínco la orientación norteamericana, y en 

varios casos condujo a la instauración de re-

gímenes autoritarios (Leal, 2006). Uno de los 

postulados básicos de tal perspectiva radica-

ba en una cierta división del trabajo según la 

cual mientras EEUU enfrentaba el socialismo 

internacional, los demás países debían hacer 

frente al “enemigo interno”. 

Esto, aunado a la emergencia de la subver-

sión armada, generó un desborde de la men-

talidad y las prácticas contrainsurgentes más 

allá de las fronteras del campo militar hasta 

con$gurar, virtualmente, una “sociedad con-

trainsurgente”, esto es, una sociedad cuyo $n 

principal es salvaguardar el orden social vigen-

te, de la permanente y omnipresente amenaza 

interna. De esa forma, y siguiendo a Franco 

(2002), se con$gura un “complejo contrainsur-

gente” que articula tanto los intereses de los 

organismos estatales como de las élites polí-

ticas y económicas en torno a la salvaguarda 

del orden. Esto se traduce en la militarización 

de la sociedad, entendida como la prolifera-

ción de organismos armados legales e ilega-

les, públicos y privados, y de la ideología del 

militarismo, así como en el auge de la propa-

ganda contrainsurgente, que busca articular la 

población a la lucha contrainsurgente por dis-

tintas vías, desde los medios de comunicación 

hasta su vinculación con formas determinadas 

de control social, entre otros.

Respecto de la protesta social, la con$-

guración de una sociedad contrainsurgente 

tiene tres consecuencias básicas. En primer 

lugar, la instauración de un cierto grado de ex-

cepcionalidad jurídica de facto que se explica 

porque:

El complejo contrainsurgente, como puede in-

ferirse de la Doctrina de Seguridad Nacional y 

del desarrollo de diversas experiencias históri-

cas, requiere del recurso a un poder arbitrario, 

por fuera de los constreñimientos del orden ju-

rídico nacional e internacional, para garantizar 

la integridad del poder estatal. Ello responde 

a un razonamiento lógico en el ámbito militar 

según el cual un ejército irregular difícilmente 

se puede combatir a partir de las estrategias 

convencionales a las cuales se restringe el ac-

cionar de las fuerzas armadas o�ciales de un 

Estado. (Franco, 2002, p. 60)

En segundo lugar, esa excepcionalidad se 

traduce en el poder de ciertos organismos 

para determinar qué tipo de prácticas y su-

jetos pueden constituir una amenaza al orden 
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social. En otras palabras, si bien la contra-

insurgencia tiene como razón de ser la exis-

tencia de un proceso insurgente armado, 

un proyecto alternativo de orden social que 

busca imponerse por la fuerza, la amenaza se 

disemina más allá de ese enemigo y resulta 

prácticamente imposible generar criterios �a-

bles para determinarla. De esta manera, las 

amenazas terminan siendo de�nidas tanto en 

virtud de criterios políticos como en función 

de intereses económicos particulares e inclu-

so de otro tipo de intereses personales, y no 

necesariamente por las instituciones habili-

tadas constitucionalmente para esa función. 

En el fondo, potencialmente todos los sujetos 

sociales son una amenaza. Eso conduce a un 

tratamiento desproporcionado de formas de 

acción política como la protesta que, por la 

demanda de transformación que plantea al 

orden social, termina asimilándose a una par-

te de la insurgencia, en lugar de reconocerse 

como un derecho legítimo de la ciudadanía, 

lo que hace que reciba fundamentalmente un 

tratamiento militar y represivo.

Por esa razón, y en tercer lugar, la contra-

insurgencia se traduce en la asociación de la 

protesta social con el desorden y la ingober-

nabilidad. Esa sinonimia no sólo está presen-

te en el discurso de las autoridades públicas, 

sino también en el de los medios de comu-

nicación, que adoptan un lenguaje castrense 

para referirse a la protesta (disturbios, desór-

denes, vandalismo, revueltas, tumultos, moti-

nes, etc.). Así, la protesta social no se concibe 

como un derecho ciudadano, sino que, en el 

mejor de los casos, se asimila a un crimen. 

Es lo que en el contexto colombiano se co-

noce como la criminalización de la protesta, 

que aunada al carácter difuso de la amena-

za contrainsurgente que antes se mencionó, 

conlleva a la práctica recurrente de deslegiti-

mar cualquier manifestación de descontento 

al ligarla a una expresión de la subversión ar-

mada. Esto constituye uno de los argumentos 

que frecuentemente aducen las autoridades 

civiles y militares a �n de justi�car procedi-

mientos represivos.

Como es bien sabido, estos tres ele-

mentos tomaron ahínco en el contexto post 

11 de septiembre, que coincidió con la 

implementación de la política de seguridad 

democrática. En efecto, durante la Guerra 

Fría el tema predominante en la agenda de 

seguridad en los países de América Latina fue 

el de la seguridad nacional, articulado a los 

intereses de EEUU. El �n de la Guerra Fría sig-

ni�có una transición en las concepciones de 

seguridad caracterizada por la de�nición de 

amenazas más difusas, el desplazamiento de 

la primacía de lo militar, la aparición de acto-

res no estatales en el plano de la seguridad, 

la creciente interdependencia y la conciencia 

sobre la existencia de problemas que no los 

puede resolver un solo Estado; a ello se le de-

nominó “nueva agenda” (Hirts, 2003). 

A partir de lo que el entonces Secretario de 

Estado norteamericano, Colin Powell, deno-

minó como “post 11 de septiembre”, se asis-

tió a una re-de�nición drástica de la agenda 

en la que la lucha contra el terrorismo fue la 

principal prioridad. Este planteamiento coin-

cidió con el interés del gobierno Uribe por 

desarrollar su política de seguridad democrá-

tica, de tal manera que ya no se reconoció la 

existencia de un con�icto armado, sino que 

se ubicó la situación en el marco del terroris-

mo: en Colombia había una “amenaza terro-

rista”. Por eso, la principal preocupación de 

Uribe en la política internacional fue incorporar 

a Colombia en la guerra contra el terrorismo, 

a partir del 9/11 con el �n de obtener el apoyo 

de EEUU, que por su parte ya había interve-
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nido abiertamente en el con�icto armado por 

vía del Plan Colombia (Pécaut, 2003). En el 

interior del país esto se tradujo en una agudi-

zación de la guerra en ciertas regiones y, en 

términos generales, en la estigmatización de 

los movimientos sociales y de los críticos del 

gobierno en todas las orillas políticas.

Por todo lo anterior, un desafío para el 

post-con�icto se resume en que la sociedad 

colombiana debe dejar de ser una sociedad 

contrainsurgente, superar de una vez el legado 

de la Guerra Fría a #n de posibilitar el ejercicio 

del derecho a disentir como condición para 

la convivencia y el pluralismo político (Cárde-

nas, 2003). Esto supone distintas transforma-

ciones en varios niveles, en las instituciones 

públicas y privadas pero también en la cultura 

política, de tal forma que la protesta pueda 

ser concebida como un derecho legítimo y no 

como una amenaza o un crimen. Más aún, 

tales transformaciones empiezan por enten-

der que la protesta social es necesaria para la 

consolidación del régimen político democráti-

co y para la gobernabilidad. La protesta y los 

movimientos sociales permiten la expresión 

política de actores sociales sub-representa-

dos o excluidos de la esfera pública-política, 

contribuyen a la socialización de la ciudadanía 

en los valores de la democracia, enriquecen 

el debate político, visibilizan problemas social-

mente relevantes, coadyuvan en la formación 

de una sociedad civil fuerte, diversi#can la cul-

tura política y fomentan el control social de la 

gestión pública (Cruz, 2012b). De esa forma, 

la protesta social es fundamental para el me-

joramiento de la gobernabilidad democrática, 

en la medida en que contribuyen a la inclusión 

de demandas y actores diversos al sistema 

político que muchas veces no son canaliza-

dos por los partidos políticos y, por tanto, a 

la legitimidad y la e#cacia del mismo (Revilla, 

1994; Torres, 1993).

La represión o�cial y para-o�cial

La DSN y las políticas de contrainsurgencia 

se traducen prácticamente en la reducción de 

las alternativas para la contención de la pro-

testa a la represión o#cial y para-o#cial. Con-

vencionalmente, la represión de la protesta 

se entiende como “el modo en que la policía 

maneja los actos de protesta” (Della Porta, 

1999, p. 101). No obstante, en el contexto 

del con�icto armado colombiano esta con-

cepción se ve desbordada. Primero, porque 

como se ha mencionado no son las FFAA, y 

dentro de ellas la policía, las únicas encarga-

das de reprimir, sino que debido a la doctri-

na contrainsurgente el ejército ha asumido 

funciones policiales, como la de contener las 

protestas, y la policía se ha militarizado, pero 

además hay una tendencia histórica hacia la 

privatización de la provisión de seguridad en 

general, y de la función policial en particular, 

que se expresa en la existencia de cuerpos 

para-legales que también ejercen la represión 

(Gutiérrez, 2014). Segundo, porque en este 

contexto la represión no se limita a los “actos 

de protesta”, sino que también está orientada 

a prevenirlos, en la medida en que se com-

prenden como parte de un mismo proyecto 

insurgente. Francisco Gutiérrez (2014) formu-

la un concepto de represión centrado en la 

amenaza o el uso de la fuerza por parte de 

autoridades estatales o sus simpatizantes 

contra sus opositores políticos. Esta concep-

ción implica que así como existe una repre-

sión o#cial, también puede existir una repre-

sión para-o#cial, por medio de escuadrones 

de la muerte, grupos de vigilantes o, como 

en el caso colombiano, ejércitos paramilitares.

Así pues, el manejo de la protesta fundado 

en la doctrina contrainsurgente en Colombia 

ha estado traslapado entre lo legal y lo ilegal, 

cuando menos desde la emergencia de la 
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subversión armada bajo el Frente Nacional. 

El pacto bipartidista, principalmente el reparto 

de los cargos estatales, terminó por deteriorar 

la adscripción a los partidos por la vía ideoló-

gica y por fortalecer los mecanismos cliente-

listas para asegurar la lealtad (Leal & Dávila, 

1991). En estas circunstancias, la reducida 

capacidad para distribuir la “torta burocrática” 

produjo una exclusión de sectores sociales 

emergentes que reclamaban atención estatal 

y participación política, a lo que se adicionó la 

expresión del con�icto social, ya no en la cla-

ve liberal/conservador, que durante la época 

de La Violencia había condensado con�ictos 

sociales latentes, sino en términos de clase 

social, para conducir a un desborde de la ac-

ción política por la vía no institucional. 

De acuerdo con Múnera (1998), en este 

momento la hegemonía política empezó a 

fundamentarse más en la coerción que en 

el consenso, lo que se articuló al clima bipo-

lar de la Guerra Fría luego de la Revolución 

Cubana para fortalecer el manejo militar del 

con�icto y la protesta social. Esto se pro-

dujo por dos vías. De un lado, la autonomía 

de los militares en el manejo del orden pú-

blico, presente a partir de la conocida “doc-

trina Lleras”, que se remonta al discurso del 

entonces presidente Alberto Lleras ante los 

militares el 2 de marzo de 1958, en el que 

estableció una división del trabajo según la 

cual las FFAA no intervendrían en política y 

los políticos no lo harían en las políticas de 

seguridad. Esto con�guró una autonomía de 

las FFAA en el mantenimiento del orden públi-

co, que se vio reforzada por la DSN. De otro 

lado, se recurrió en forma permanente al Es-

tado de sitio, lo que entre otras cosas llevó al 

juzgamiento de civiles acusados de alterar el 

orden público por parte de militares. Es decir, 

expresiones como los movimientos sociales 

y la protesta fueron concebidos como parte 

de la insurgencia y recibieron un tratamiento 

principalmente represivo y militar. 

Hubo períodos de mayor represión en el 

denominado post-Frente Nacional, a partir 

del gobierno de Julio César Turbay (1978-

1982), y su recordado Estatuto de Seguridad 

que amplió las atribuciones judiciales de las 

FFAA. Pero con el comienzo de las negocia-

ciones de paz, en el gobierno de Betancur 

(1982-1986), la dinámica de represión sufrió 

un desborde hacia la ilegalidad. En efecto, 

como argumenta Mauricio Romero (2003), 

quien ha expuesto la explicación más acer-

tada sobre el origen del paramilitarismo, las 

políticas de paz y apertura política del go-

bierno central desencadenan una serie de 

reacciones de sectores adversos al desequi-

librio del poder que puede potencialmente 

producirse a nivel regional. Las negociacio-

nes de paz del gobierno Betancur, en espe-

cial los acuerdos de La Uribe con las FARC 

(22 de marzo de 1984) tenían como objeti-

vo el tránsito de esa organización desde la 

lucha armada hasta la competencia electo-

ral, para lo cual al año siguiente se formó 

el partido político Unión Patriótica (Dudley, 

2008). Esto ocasionó el rechazo de las élites 

regionales, que percibieron la participación 

política de la insurgencia, en muchos casos 

exitosa, como una amenaza al statu quo en 

tanto que las FARC aplicaban la estrategia 

de “combinación de todas las formas de lu-

cha”. Ese rechazo convergió con la promo-

ción de grupos de justicia privada por parte 

de narcotra�cantes y terratenientes en con-

tra de activistas progresistas y simpatizantes 

de la guerrilla, y la oposición de las FFAA 

frente a las políticas de paz. Esa dinámica, 

a su vez, condujo a la formación de grupos 

paramilitares quienes en connivencia con 

las autoridades se especializaron en atacar 

mediante amenazas, asesinatos selectivos, 
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desapariciones forzadas y masacres a las 

poblaciones y activistas civiles de organiza-

ciones y movimientos sociales, concebidos 

por ellos como “para-subversivos” (Valencia 

& Celis, 2012).

Las prácticas o"ciales y para-o"ciales de 

la represión no amainaron a pesar de los 

acuerdos de paz y las desmovilizaciones de 

grupos guerrilleros realizadas a principios de 

los años noventa y del nuevo pacto constitu-

cional de 1991 que, entre otras cosas, limitó 

el uso de los estados de excepción porque 

los principales grupos guerrilleros –las FARC 

y el Ejército de Liberación Nacional (ELN)- se 

negaron a dejar las armas. Así, ni el contexto 

internacional post Guerra Fría, ni los cambios 

institucionales en el país consiguieron termi-

nar con el arraigo de las políticas y discursos 

contrainsurgentes. Por el contrario, el país pa-

reció sumergirse con más ahínco en la bipola-

ridad de la Guerra Fría. Tras el fracaso de las 

negociaciones de paz en Caracas y Tlaxcala 

con la Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar 

(CGSB), el gobierno de Gaviria (1990-1994) 

optó por la intensi"cación de la confrontación. 

Mediante la declaratoria del estado de con-

moción interior expidió medidas tendientes a 

la "nanciación de la guerra, como los “bonos 

de guerra” para el sector privado, y decla-

ró una “guerra integral” a la guerrilla (Pardo, 

1996). Lo que vendría después sería un esca-

lamiento sostenido de la violencia procedente 

del con�icto armado que entre otras cosas 

llevaría a la consolidación del paramilitarismo, 

primero en el marco de las Autodefensas Uni-

das de Córdoba y Urabá (ACCU) en 1994 y, 

más tarde, con las Autodefensas Unidas de 

Colombia (AUC).

Ahora bien, la represión para-o"cial no sólo 

se ejerce en el marco del con�icto armado. 

Por otra parte, pero con distintas formas de 

articulación, existen complejos fenómenos de 

represión que se entrecruzan con la “guerra 

sucia” agenciada por el paramilitarismo, que 

hasta cierto punto constituyen repertorios de 

violencia complementarios, entre los que pue-

de destacarse la “limpieza social”, las ame-

nazas y asesinatos de ciertos sujetos que se 

perciben como amenazas para el orden social 

establecido. Se trata de:

un fenómeno fundamentalmente urbano y 

dirigido contra un espectro especí�co de per-

sonas que tienen en común el pertenecer a 

sectores sociales marginados y asumir com-

portamientos rechazados y considerados como 

peligrosos por los agresores. En efecto, sus 

víctimas han sido en lo fundamental delincuen-

tes, recicladores, jóvenes y niños de la calle, 

homosexuales, prostitutas e indigentes, todos 

ellos caracterizados por sus victimarios como 

“elementos no aptos para convivir en sociedad. 

(Rojas, 1996, p. 17) 

Algunas veces, la “limpieza social” es agen-

ciada por ciudadanos que se organizan en 

“escuadrones de la muerte” para garantizar 

su seguridad; otras veces es orquestada por 

la “mano negra” de las fuerzas de seguridad, 

como cuando a esta práctica se asociaban los 

temibles Departamento Administrativo de Se-

guridad (DAS) y el F2 de la policía. Este fenó-

meno, que apareció a "nes de los años seten-

ta en la ciudad de Pereira, se caracterizó por 

contener un fuerte carácter aleccionador. Los 

pan�etos amenazantes y su circulación tienen 

un efecto performativo, al crear esa identidad 

negativa en personas, lugares, o"cios, formas 

de ser y de pensar, que no corresponden con 

el ideal de sociedad que inspira la “limpieza 

social” y que por tal razón se convierten en 

sus blancos. Hace algunas décadas, en los 

inicios de esa práctica, cuando una persona 

acusada de delincuente era asesinada, po-
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dría aparecer con algún letrero indicando “me 

mataron por ladrón” o algo por el estilo; un 

mensaje que no iba dirigido solamente a los 

“delincuentes”, sino a toda la sociedad. En 

otras palabras, la limpieza social ejempli�ca, 

en el fondo, lo que a cualquiera que ose con-

trariar esa visión particular del orden puede 

pasarle. Tiene también un marcado sesgo 

político clasista, y es eso lo que explica que 

se haya ensañado en contra de líderes po-

pulares y defensores de derechos humanos. 

Las horrorosas masacres para aleccionar po-

blaciones que han tenido lugar en este país 

tienen en la “limpieza social” de las ciudades 

un fenómeno análogo, de menor escala pero 

cuya lógica y �nes son los mismos: aleccionar 

potenciales sujetos ingobernables. Mejor di-

cho, nunca han estado claros los límites entre 

la “limpieza social” y la “guerra sucia”, pues 

ambas han estado orientadas a acabar con el 

tejido social y las formas organizativas de los 

movimientos sociales. 

La represión para-o�cial parece ser una 

constante en la historia colombiana, y debe 

tenerse muy en cuenta para que, cuan-

do se empiece a hablar de la participación 

política de la insurgencia, se tomen las me-

didas necesarias a �n de terminar de una 

vez por todas con la guerra sucia. Más aún 

cuando, ad portas de un post-con!icto, no 

ha podido terminarse con el fenómeno del 

paramilitarismo, que ahora como antes com-

bina distintos repertorios para ejercer la re-

presión. Así lo con�rma la operación de lo 

que ha dado en denominarse “bandas cri-

minales” (Bacrim), que proceden de mandos 

medios del antiguo paramilitarismo que no 

se desmovilizaron durante las negociaciones 

con el gobierno Uribe o que retornaron a sus 

actividades y ahora combinan el crimen or-

ganizado con su acción contrainsurgente. La 

operación de “Los Urabeños”, “Los Rastro-

jos” o el “Ejército antirestitución” en distintas 

regiones, con�rma que la “desmovilización” 

del paramilitarismo, que inició hace una dé-

cada, fracasó (Pardo, 2007). No se acabó 

con las estructuras militares y no sabemos 

hasta qué punto se conservan sus oscuras 

estructuras de �nanciación y sus in!uencias 

en sectores del Estado. 

Las instituciones: la policía y la ley

Dispositivos institucionales, que han esta-

do marcados por las políticas contrainsur-

gentes, la militarización y privatización de 

la seguridad, deberían repensarse en un 

hipotético post-con!icto, porque hacen aún 

más precario el derecho a la protesta en 

Colombia. El cuerpo policial especializado 

en el manejo de la protesta, el Escuadrón 

Móvil Antidisturbios de la Policía Nacional 

(Esmad), se caracteriza por una concepción 

de la protesta sesgada por la ideología con-

trainsurgente y un alto nivel de militarización. 

En el mismo sentido, la legislación sobre la 

protesta la restringe hasta tal punto de llegar 

a prohibirla tácitamente. Ambos problemas 

conducen a la represión y criminalización 

persistente de la protesta social.

El Esmad ha sido sistemáticamente cues-

tionado por el ejercicio desproporcionado de 

la fuerza. Este cuerpo fue creado, en parte, 

con los recursos del Plan Colombia, en 1999, 

y desde entonces se han presentado abun-

dantes críticas y denuncias por su proceder. 

En efecto, en muchas de las protestas en las 

que el Esmad ha actuado, en confusas situa-

ciones han sido asesinadas varias personas 

(Corporación Jurídica Libertad, 2011). Se pre-

sume que algunas de estas muertes fueron 

ocasionadas como consecuencia del uso de 

armas no convencionales o no autorizadas. 

Es el caso del estudiante de la Universidad 
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Distrital, Oscar Salas, quien murió porque du-

rante una protesta en la Universidad Nacional, 

el 8 de marzo de 2006, una canica le perforó 

el cráneo y se alojó en su cerebro (Gómez, 

2011). Muchas veces se presenta un uso 

inadecuado de las armas, como durante el 

paro de transportadores de marzo de 2010 

en Bogotá, cuando un efectivo del Esmad 

disparó un gas lacrimógeno a quemarropa en 

el pecho al joven Édgar Bautista, hechos que 

fueron transmitidos por el canal City TV (Pa-

checo, 2010). 

Incluso varios casos de extrema grave-

dad han sido denunciados ante la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos. Por 

ejemplo, el caso del niño Nicolás Neira, ase-

sinado a golpes el 1 de mayo de 2005 mien-

tras participaba en una manifestación en la 

Plaza de Bolívar en Bogotá (Orozco, 2010); 

el del estudiante de la Universidad del Valle, 

Jhonny Silva Aranguren, asesinado el 22 de 

septiembre de 2005, con un disparo en la 

nuca durante una protesta estudiantil, cuan-

do agentes del Esmad ingresaron al campus 

de la Universidad (El Espectador, 2009); o el 

del indígena Belisario Camayo, asesinado en 

enfrentamientos con el Esmad, con tiros de 

fusil, el 10 de noviembre de 2005, cuando 

participaba en una ocupación pací%ca de tie-

rra en la hacienda “El Hapio”, en el Valle del 

Cauca (Equipo Nizkor, 2005).

Por esas razones, se ha llegado a plantear 

la reforma e incluso el desmonte de dicho 

cuerpo policial. Sin embargo, por el contra-

rio, el Esmad ha crecido de forma signi%cativa 

desde su creación. Así, si al principio contaba 

con 200 patrulleros, 8 subo%ciales y 9 o%cia-

les, a 2011 había llegado a tener 1950 efec-

tivos con presencia en 12 ciudades del país 

(Gómez, 2011). Incluso el Ministerio de De-

fensa ha planteado la necesidad de duplicar 

su número (El Espectador, 2013). Claramen-

te, este tipo de propuestas no han tomado 

en cuenta los problemas antes mencionados, 

ni mucho menos realizado un diagnóstico de 

sus causas. 

Recientemente, el caso que más atrajo la 

atención sobre los problemas del Esmad fue 

el paro agrario, en agosto de 2013. La con-

trainsurgencia y la militarización de la función 

policial explican en buena parte los desma-

nes que se presentaron por parte de la Po-

licía en regiones como Boyacá, más propios 

de la campaña militar que de un cuerpo civil 

policial. Desde los primeros días de la mani-

festación empezaron a circular denuncias en 

las redes sociales virtuales acerca del abuso 

de la fuerza por parte del Esmad (Semana, 

2013). Los hechos llevaron, en un hecho iné-

dito en la historia reciente, a que el Presiden-

te Juan Manuel Santos se dirigiera al país 

para presentar disculpas por los desmanes. 

Avanzada la protesta, se conocieron denun-

cias puntuales por parte de organismos de-

fensores de derechos humanos, que daban 

cuenta no sólo del uso excesivo de la fuerza, 

sino de crímenes por parte del cuerpo poli-

cial en contra de los derechos humanos y el 

derecho internacional humanitario, como el 

empleo de armas de fuego, armas blancas 

no autorizadas y armas no convencionales, el 

uso de gases lacrimógenos en lugares cerra-

dos, la destrucción y el hurto de bienes de los 

campesinos, el empleo de ambulancias para 

transporte de los policiales, las torturas y los 

abusos sexuales contra hombres y mujeres, 

entre otros (Equipo Nizkor, 2013).

En el fondo, el sesgo represivo del Esmad 

reproduce tanto la perspectiva contrainsur-

gente como el problema de la militarización de 

la función policial, las cuales lejos de atenuar-

se se profundizaron con la implementación de 

la política de seguridad democrática (Casas, 

2005). La función de los agentes del Esmad 
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está orientada a la “atención, manejo y control 

de multitudes” (Policía Nacional de Colombia, 

2011). Para ello, reciben permanentemente 

distintos tipos de entrenamiento, formación 

en derechos humanos y “psicología de ma-

sas”. Esto último permite inferir de entrada 

que existe un sesgo muy complicado en un 

contexto como el colombiano: se confunde la 

protesta con disturbios, motines y otras con-

ductas de “masas” o “multitudes”. Esta con-

fusión parece actualizar los sesgos del enfo-

que de la “psicología de las masas”, desarro-

llado en Europa en la segunda mitad del siglo 

XIX por teóricos positivistas como Gustave Le 

Bon (1952), que veían los comportamientos 

colectivos como expresión de una enferme-

dad del cuerpo social que sólo podría expli-

carse por la irracionalidad, el contagio, la ma-

nipulación y la sugestión de la que son presas 

los individuos cuando hacen parte de una 

masa, quienes debían tener un tratamiento 

con énfasis en el ejercicio de la fuerza. 

Así pues, este cuerpo policial encuen-

tra su base en la confusión entre protesta 

y disturbio, que como se mencionó es un 

prejuicio que, cuando no utilizado estraté-

gicamente para criminalizar la protesta, es 

ampliamente difundido en el sentido común 

y en los medios masivos de comunicación, 

por el efecto de la propaganda contrainsur-

gente. En el fondo, ello evidencia la perma-

nencia de una mentalidad propia de la Gue-

rra Fría que ha militarizado la función policial 

y que lleva a ver cualquier protesta como un 

acto que atenta contra el orden o se asocia 

a la insurgencia armada y, por consiguiente, 

a identi�car a quien protesta con un enemi-

go al que se debe doblegar y no como un 

ciudadano al que se debe proteger en tanto 

ejerce un derecho. En las actuaciones de 

una policía militarizada tiende a primar el cri-

terio de garantizar la seguridad del Estado, 

frente a la amenaza insurgente, que la segu-

ridad tanto de los ciudadanos que protes-

tan como de aquellos que se ven afectados 

por sus acciones. 

En consecuencia, un eventual post-con-

�icto plantea la necesidad de pensar políticas 

integrales del manejo a la protesta que partan 

de la primacía de la seguridad ciudadana y 

vayan más allá de la represión policial, e in-

cluso plantear la posibilidad del desmonte o 

la reforma del cuerpo policial especializado, el 

Esmad, y su reemplazo por un cuerpo policial 

idóneo para garantizar los derechos que se 

pueden ver vulnerados a consecuencia de la 

protesta. Por ejemplo, durante las marchas 

estudiantiles de 2011, se hicieron acuerdos 

de convivencia con la Alcaldía de Bogotá para 

limitar la presencia del Esmad, y no se pre-

sentaron actos violentos como los registrados 

durante la última semana del paro agrario en 

agosto de 2013. 

Ahora bien, las acciones del Esmad tienen 

un fundamento legal que restringe las posibi-

lidades de la protesta. En efecto, la sinonimia 

entre protesta y disturbio o, más recientemen-

te, “vandalismo”, tiene una base legal que no 

deja de generar confusiones. La Ley 1453 de 

2011, o de “seguridad ciudadana”, restringe 

hasta penalizar el derecho de protesta, pues 

en su artículo 353A castiga con años de cár-

cel los bloqueos “por medios ilícitos”, lo cual 

deja un amplio margen de interpretación si se 

tiene en cuenta que toda protesta implica ge-

nerar algún tipo de malestar a la comunidad 

con el �n de llamar la atención sobre un pro-

blema socialmente relevante o tramitar una 

demanda desatendida. Por tanto, aunque la 

policía sólo puede usar la fuerza cuando es 

estrictamente necesario para proteger la vida 

de modo diferencial y progresivo, la legisla-

ción vigente obliga a los agentes a emplear 

la fuerza.
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En cualquier Estado democrático el derecho 

a la protesta supone que los ciudadanos pue-

den manifestar su descontento frente a deter-

minadas políticas de las autoridades, siempre 

que ello no implique el uso de la violencia, tal 

como está consagrado en el Artículo 37 de 

nuestra Constitución Política. No obstante, 

este no es el caso de Colombia, donde la pro-

testa está penalizada por la mencionada Ley. 

El artículo 353A “Obstrucción a vías públicas 

que afecten el orden público”, declarado exe-

quible por la Corte Constitucional (Sentencia 

C-742 de 2012), a$rma: 

El que por medios ilícitos incite, dirija, constriña 

o proporcione los medios para obstaculizar de 

manera temporal o permanente, selectiva o ge-

neral, las vías o la infraestructura de transporte 

de tal manera que atente contra la vida huma-

na, la salud pública, la seguridad alimentaria, el 

medio ambiente o el derecho al trabajo, incu-

rrirá en prisión de veinticuatro (24) a cuaren-

ta y ocho meses (48) y multa de trece (13) a 

setenta y cinco (75) salarios mínimos legales 

mensuales vigentes, y pérdida de inhabilidad 

de derechos y funciones públicas por el mis-

mo término de la pena de prisión. Parágrafo. 

Se excluyen del presente artículo las moviliza-

ciones realizadas con permiso de la autoridad 

competente en el marco del artículo 37 de la 

Constitución Política.

El parágrafo nos informa que no serán pe-

nalizadas las protestas autorizadas, lo cual 

supone que es necesario que los ciudadanos 

pidan permiso a la autoridad para manifestar 

su descontento con ella misma, lo que indica 

que el ejercicio de tal derecho depende en 

© Merly Guanumen
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última instancia de las autoridades. Por otra 

parte, la Corte resaltó que sólo se penaliza-

rían los bloqueos cuando utilizaran medios 

“ilícitos”, es decir, ilegales. A priori, enton-

ces, el bloqueo de una vía no necesariamen-

te vulnera la ley. Empero, es prácticamente 

imposible discernir in situ cuáles serían me-

dios “ilícitos” para bloquear y cuáles no. En 

consecuencia, la ley está penalizando aque-

llo que Tarrow (1997) caracteriza como uno 

de los elementos esenciales de la protesta: 

el “desafío colectivo”. Para él, la violencia no 

es un rasgo distintivo de la protesta, no toda 

protesta tiene que ser violenta. Sin embargo, 

por más pací#ca que sea, toda protesta debe 

plantear un “desafío colectivo”, esto es, debe 

introducir incertidumbre en las actividades 

cotidianas de los otros; sin esa incertidum-

bre, sin esa interrupción de la regularidad y 

de la cotidianidad, nadie sabría que existe 

una protesta, que existe descontento o que 

alguien está inconforme. 

Un escenario de post-con$icto plantea el 

reto de revisar las políticas de contención de 

la protesta social, más allá de la criminaliza-

ción y de la represión. Esto pasa por reformas 

jurídicas que inserten un concepto más aten-

to a las dinámicas concretas de la protesta 

social, pero no se agota ahí. Se necesita un 

cuerpo policial con orientación civil, es decir 

desmilitarizado y guiado por una concepción 

de seguridad ciudadana más que de seguri-

dad nacional, capaz de ver en los manifes-

tantes a ciudadanos en ejercicio de sus de-

rechos, más que enemigos o insurgentes. Se 

requieren políticas comprensivas de manejo 

de la protesta que actúen sobre la cultura po-

lítica “antiprotesta” producto del predominio 

de la visión contrainsurgente.

Como lo muestran los casos centroame-

ricanos, en el post-con$icto tanto los pro-

blemas sociales como la criminalidad y la 

violencia tienden a incrementarse (Rettberg 

et. al., 2002). Con frecuencia, de ello se ha 

inferido la necesidad de una política de se-

guridad basada en la coerción, sobre todo 

si se tiene en cuenta que el post-con$icto 

colombiano será necesariamente parcial, en 

tanto persistirán distintas formas de violencia 

organizada (Llorente, Ortíz & Urrutia, 2008). 

Sin embargo, esos casos también muestran 

que los con$ictos sociales y la violencia no 

sólo se explican por los reductos de orga-

nizaciones especializadas en el ejercicio de 

la violencia con #nes políticos o criminales 

y por los aprendizajes que esta actividad 

genera en el con$icto armado, sino, sobre 

todo, porque los acuerdos de paz no se tra-

ducen de forma inmediata en la solución a 

los problemas socioeconómicos, políticos e 

institucionales que estuvieron en el origen de 

la guerra (Wielandt, 2005; Cardenal, 2008). 

Por consiguiente, el post-con$icto no sólo re-

quiere políticas represivas sino también políti-

cas que contribuyan a resolver los problemas 

que dieron pie a la guerra (Benavides, 2010). 

Como se ha visto en el caso colombiano, y 

sin llegar a reducir la complejidad del con$ic-

to, uno de esos problemas está referido a la 

vulneración de los derechos políticos de al-

gunos sectores sociales. Parte de la solución 

es la garantía plena del derecho a la protesta 

social.

Corolario

Un eventual escenario de post-con$icto plan-

tea, entre otras cosas, la necesidad de ga-

rantizar el derecho a la participación política. 

Este no se agota en el acceso al sistema po-

lítico institucional, sino que comprende otras 

formas de acción política, como la protesta 

social, que ha tenido una revitalización en los 

últimos años.



D
O
S
S
IE
R

El post-con�icto y los desafíos de la protesta social en Colombia    Edwin Cruz Rodríguez

101

C
iu

d
a
d

 P
a
z
-
a
n
d

o
 B

o
g

o
tá

, 
E

n
e
ro

 -
 J

u
n
io

 d
e
 2

0
1

5
. 

V
o

l. 
8

, 
n
ú
m

. 
1

: 
p

á
g

s
. 

8
4

-1
0

3

El con�icto armado afecta de maneras muy 

diferenciadas las dinámicas de la protesta so-

cial y de la acción colectiva en general. No es 

posible establecer relaciones lineales entre las 

variables comprendidas por ambos fenóme-

nos. Sin embargo, es claro que la guerra im-

pone unos límites objetivos a las posibilidades 

de llevar a cabo protestas de amplio alcance 

temporal y espacial, al reducir las oportunida-

des de organización, afectar el tejido social, 

disminuir las oportunidades políticas y limitar la 

política a la relación entre amigos y enemigos a 

muerte. Esto puede corroborarse si se tiene en 

cuenta que aunque el país comparte muchas 

de las variables que en otros casos de Améri-

ca Latina contribuyen a explicar los recientes 

ciclos de protesta, aquí no se han presentado. 

El legado de la Guerra Fría, que se man-

tiene en la sociedad colombiana gracias a la 

prolongación del con�icto armado, ha gene-

rado un ambiente poco propicio para acep-

tar la protesta social como el ejercicio de un 

derecho. Por el contrario, tanto la DSN como 

las políticas de contrainsurgencia han fomen-

tado en distintos sectores y niveles de la so-

ciedad una orientación contrainsurgente que 

criminaliza y reprime la protesta, al concebirla 

como una parte del proyecto de la insurgen-

cia armada, promoviendo en consecuencia 

un tratamiento fundamentalmente militar de 

los con�ictos sociales. 

Eso se traduce en la represión como el 

modo predominante de manejar la protesta 

social. Una represión que por las característi-

cas del con�icto armado es desarrollada por 

vías legales e ilegales, o$ciales y para-o$cia-

les, debido tanto a la militarización como a la 

privatización de la función policial, desde los 

ejércitos paramilitares hasta la “limpieza so-

cial”. En $n, el legado de la Guerra Fría se pro-

yecta sobre el cuerpo de policía especializado 

en el manejo de la protesta, puesto que tiene 

una orientación militarista y contrainsurgente 

fundada en un concepto de seguridad nacio-

nal más que en la seguridad ciudadana, y en 

la legislación que regula esa actividad, que se 

caracteriza por penalizar sus acciones bási-

cas y prácticamente prohibirla.

En consecuencia, pensar la protesta social 

en el post-con�icto equivale a discutir el con-

texto en el que esta se produce. El post-con-

�icto plantea como su principal desafío salir de 

la lógica de la Guerra Fría que ha constituido 

esa especie de “sociedad contrainsurgente” 

que previamente se examinó. A partir de allí 

es necesario promover políticas que ataquen 

los sesgos contrarios a la protesta que per-

sisten en la sociedad y en la cultura política, 

así como en las instituciones públicas: despri-

vatizar la función de policía, es decir, acabar 

con el fenómeno del paramilitarismo en todas 

sus variantes, y desmilitarizar la policía y las 

políticas de seguridad. 

En particular, es necesaria una reforma del 

cuerpo de policía especializado en el manejo 

de la protesta que pase por su desmilitariza-

ción y por la asunción del concepto de segu-

ridad ciudadana como reemplazo del énfasis 

en la seguridad nacional que aún predomina, 

si no en su doctrina por lo menos sí en sus 

acciones. La función de contención de la pro-

testa debe estar orientada a prevenir el con-

�icto y la violencia, garantizar y proteger los 

derechos de los ciudadanos, tanto de los que 

protestan como los que se ven afectados por 

este tipo de acciones. Del mismo modo, es 

necesario generar un marco legal que atienda 

a las características concretas de las accio-

nes de protesta y coadyuve a ver en ella el 

ejercicio legítimo de un derecho, más que un 

crimen potencial que hay que penalizar.

Todo lo anterior pasa por comprender que 

la protesta no necesariamente es desorden 

e ingobernabilidad y que, por el contrario, 
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es necesaria para la consolidación de la de-

mocracia, porque entre otras cosas permite 

la expresión de demandas y actores cuyos 

intereses no logran ser articulados por los 

partidos políticos, y mejora la legitimidad y la 

e�cacia del sistema político.
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